
 
 

  
 

 

 
 

 

 
 
Asunto: concepto técnico sobre retención documental. 
 
 
Respetada Señora   
 
Hacemos referencia la comunicación radicada en el AGN con el No., mediante la cual solicita 
concepto sobre la solicitud que se transcribe a continuación: 
 

“[…] requiero saber si existe una cartilla, ley, norma o decreto, establecido por el Archivo 
General de la Nación en donde normalice los tiempos de retención para los diferentes tipos 
documentales. Lo anterior con el fin de dar a conocer esta información a cada departamento 
en el comité que tenemos programado este mes en la Clínica”.  

 
COMPETENCIA: 
Previo a absolver la consulta, se señala que, de conformidad con la Resolución No. 531 del 15 
de noviembre de 2012 "Por la cual se establece el Manual de Funciones, Requisitos y 
Competencias Laborales de los diferentes empleos de la planta de personal del Archivo General 
de la Nación Jorge Palacios Preciado", esta Subdirección de Gestión de Patrimonio 
Documental, es competente para absolver las peticiones y consultas que se dirijan a esta 
Entidad.   

 
MOTIVO DE LA CONSULTA: 
Normatividad sobre retención documental. 

 
DE LA NORMATIVIDAD APLICABLE: 

- Decreto 2663 de 1950 (agosto 5). Código Sustantivo del Trabajo. 
- Decreto 410 de 1971 (marzo 27). Por el cual se expide el Código de Comercio. 
- Decreto 2649 de 1993 (diciembre 29). Por el cual se reglamenta la Contabilidad en 

General y se expiden los principios o normas de contabilidad generalmente aceptados 
en Colombia. 

- Resolución 1995 de 1999 (julio 8). Por el cual se establecen normas para el manejo de 
la Historia Clínica. 

- Ley 962 de 2005 (julio 8). Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de 
trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del Estado y de 
los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios públicos. 

- Acuerdo AGN No.004 de 2013 (marzo 15). Por el cual se reglamentan parcialmente los 
Decretos 2578 y 2609 de 2012 y se modifica el procedimiento para la elaboración, 
presentación, evaluación, aprobación e implementación de las Tablas de Retención 
Documental y las Tablas de Valoración Documental. 

 

CONSIDERACIONES:  

Sobre la respuesta, conviene precisar en primer término, que las consultas que se presentan a 
esta Entidad se resuelven de manera general, abstracta e impersonal, de acuerdo con las 



 
 

  
 

 

 

 

funciones conferidas en el ejercicio de las atribuciones de dirección y coordinación de la función 
archivística del Estado colombiano, expresamente señalada en la Ley 594 de 2000, y se 
circunscribe a hacer claridad en cuanto al texto de las normas de manera general, para lo cual 
armoniza las disposiciones en su conjunto, de acuerdo con el asunto que se trate y emite su 
concepto, ciñéndose en todo a las normas vigentes sobre la materia. 

 

A. VALORACIÓN DOCUMENTAL 

En segundo lugar, con el propósito de responder a su consulta le informamos que la definición 
de los tiempos de retención y la disposición final de los documentos de archivo se obtiene a 
través de la valoración documental, un proceso técnico intelectual que consiste en analizar la 
producción documental de una institución a fin de determinar, de una parte, su valor inmediato o 
primario, es decir, cuáles documentos son necesarios para que la administración pueda cumplir 
con su misión y las funciones que tiene asignadas y, así mismo, sirven a sus destinatarios o 
beneficiarios. De otra parte, identificar los documentos que poseen valor mediato o secundario, 
es decir, que serán útiles a futuro para la reconstrucción de la vida institucional del productor, 
como fuente para la historia o para fines científicos1. 

Entre los valores primarios, cualidades que adquieren los documentos desde su creación y se 
conservan mientras sirven a la institución productora, al iniciador, destinatario o beneficiario de 
un trámite, se cuentan: 

• Valor administrativo: cualidad que tienen los documentos para la entidad productora 
dado que son testimonio de sus procedimientos y actividades. 

• Valor jurídico o legal: valor del que se derivan derechos y obligaciones legales, 
regulados por el derecho común y que sirven ante la ley como testimonio. 

• Valor fiscal: utilidad de los documentos de archivo para el Tesoro o Hacienda Pública. 

• Valor contable: cualidad de los documentos que soportan el conjunto de cuentas y de 
registros de los ingresos, egresos y los movimientos económicos de una entidad pública 
o privada.  

• Valor técnico: atributo de los documentos producidos y recibidos por una institución en 
virtud de sus funciones misionales. 

 

Por su parte, los valores secundarios, cualidades que adquieren los documentos una vez se 
agotan sus valores primarios, se tienen: 

• Valor histórico: cualidad atribuida a los documentos que por ser útiles para la 
reconstrucción de la historia o memoria de una comunidad deben conservarse. 

• Valor científico: cualidad de los documentos que registran información relativa a la 
creación de conocimiento en cualquier área del saber. 

• Valor cultural: cualidad de los documentos que por su contenido son testimonio de los 
hechos, vivencia, tradiciones, costumbres, hábitos, valores, modos de vida o desarrollos 

                                                
1 Definición construida a partir de lo expuesto por: Casilimas Rojas, Clara Ines y Juan Carlos Ramírez Moreno. 
Fondos Acumulados. Manual de Organización. Bogotá: Archivo General de la Nación, 2004. / Godoy, Julia, Imelda 
López, Clara Casilimas y otros. Mini/manual No. 4 Tablas de Retención y Transferencias Documentales. Bogotá: 
Archivo General de la Nación, 2001. / Vázquez, Manuel. Manual de Selección Documental. Bogotá: Archivo General 
de la Nación, 1992. 



 
 

  
 

 

 

 

económicos, sociales, políticos, religiosos o estéticos propios de una comunidad y útiles 
para el conocimiento de su identidad. 

 
En consecuencia los documentos que aún poseen valores primarios deberán permanecer en el 
archivo de gestión el tiempo que dure su trámite y durante su vigencia, es decir, mientras 
obliguen, testimonien o informen lo que explícitamente dice su texto, y su consulta sea 
permanente. En el archivo central estarán los documentos que, una vez hayan finalizado su 
gestión y agotada su vigencia, deban retenerse por un plazo precaucional para “responder a 
posibles reclamaciones administrativas o jurídicas sobre aspectos referidos a lo que dice el 
texto, a su tramitación y cumplimiento; además, para servir de antecedentes directo o soporte 
jurídico a un documento que lo requiere para estar vigente”2. Por su parte, los documentos que 
extinguieron su valor primario y poseen valores secundarios deberán pasar al archivo histórico. 
De tal manera que los funcionarios y usuarios de la entidad tendrán la posibilidad de atender y 
resolver oportunamente solicitudes de tipo legal, contable, técnico, científico e histórico. 
 
En todo caso, el proceso de valoración que determina los plazos de retención y el destino final 
de los documentos debe contar con la participación de un equipo interdisciplinario conformado 
por profesionales de diferentes áreas, tales como archivística, derecho, contabilidad, historia, 
turismo (para el tema de su consulta), entre otras. La conformación de un equipo con tales 
características permitirá conocer “las normas legales que le aplican a los documentos en cada 
sector (contexto legal) y el contexto institucional e histórico, que permita establecer su 
relevancia para la sociedad, tanto en el momento actual como en el futuro” (Acuerdo 004 de 
2013 artículo 6º, literales a y b).  
Como se percatará el marco normativo es fundamental a la hora de establecer los términos de 
vigencia, reserva legal, prescripción o caducidad de acciones legales y técnicas que recaen 
sobre los documentos. En consecuencia, a la luz del cumplimiento de su misión y funciones 
cada entidad conoce el contexto legal en el cual desarrolla sus actividades y por tanto es la 
indicada para levantar el marco normativo que le permita, durante el proceso de valoración 
documental, determinar los tiempos de retención de los documentos que produce tanto en 
archivo de gestión y archivo central.  

 
B. RETENCIÓN DE DOCUMENTACIÓN CONTABLE 

 

El Decreto 2649 de 1993 en el artículo 134 se dispuso que los entes económicos deben tener 
debidamente ordenados los libros de contabilidad, de actas, de registro de aportes, los 
comprobantes de las cuentas, los soportes de contabilidad y la correspondencia relacionada 
con sus operaciones, por lo menos 20 años contados desde el cierre de aquellos o la fecha del 
último asiento, documento o comprobante; esto para el caso de la administración pública.  

 
Para el caso de las entidades privadas está el Código de Comercio que en su artículo 60 
establece que los libros y documentos del comerciante deberán ser conservados cuando menos 
por diez años, contados desde el cierre de aquéllos o la fecha del último asiento, documento o 
comprobante. Transcurrido este lapso, podrán ser eliminados por el comerciante, siempre que 
se garantice su reproducción exacta por cualquier medio técnico (microfilmación o 
digitalización). La exactitud de tal reproducción deberá verificarse ante la cámara de comercio 

                                                
2 Vázquez, Manuel. Manual de Selección Documental. Bogotá: Archivo General de la Nación, 1992. Pp. 25-27 



 
 

  
 

 

 

 

donde fueron registrados los libros, y el secretario de la misma firmará el acta en la que 
relacionará los documentos que se destruyeron y el procedimiento utilizado para su 
reproducción. 
 
De igual manera, ha de tenerse en cuenta la Ley 962 de 2005 en el artículo 28 se refiere a la 
racionalización de la conservación de los libros y papeles de comercio: “Los libros y papeles del 
comerciante deberán ser conservados por un período de diez (10) años contados a partir de la 
fecha del último asiento, documento o comprobante, pudiendo utilizar para el efecto, a elección 
del comerciante, su conservación en papel o en cualquier medio técnico, magnético o 
electrónico que garantice su reproducción exacta”. 
 

C. RETENCIÓN DE HISTORIAS LABORALES Y NÓMINAS 

Si bien no existe normatividad que explícitamente fije tiempos de retención para las historias 
laborales, ha de tenerse en cuenta lo dispuesto en el Código Sustantivo del Trabajo  que 
señala en el artículo 39 el valor probatorio que tiene el contrato de trabajo, en el artículo 42 la 
certificación del contrato y en el artículo 151 las autorizaciones especiales por escrito.  

 
El artículo 264 del citado código brinda sustento para tomar decisiones sobre la retención de 
documentos tales como historias laborales y nóminas, en los siguientes términos: “Las 
empresas obligadas al pago de la jubilación deben conservar en sus archivos los datos que 
permitan establecer de manera precisa el tiempo de servicio de sus trabajadores y los salarios 
devengados”.  
 
En atención al artículo transcrito el Archivo General de la Nación, durante los procesos de 
evaluación y convalidación de Tablas de Retención Documental y Tablas de Valoración 
Documental, ha sugerido a las entidades asignar para las historias laborales y las nóminas una 
retención entre 80 y 100 años, término que empieza a contar a partir del retiro del funcionario 
y/o trabajador. La retención propuesta encuentra mayor justificación si se tiene en cuenta que 
las series enunciadas se constituyen en garantes de los derechos de ex trabajadores y sus 
herederos, por ejemplo, para el reconocimiento de la pensión de jubilación.  
 

 

 

 

D. RETENCIÓN DE HISTORIAS CLÍNICAS 

 
El artículo 15 de la Resolución de 1995 de 1999 había fijado unos plazos de retención para la 
serie historias clínicas, aunque sobre el particular es necesario aclarar que el citado artículo NO 
SE ENCUENTRA VIGENTE, dado que el artículo 3º de la Resolución 1715 de 2005 lo había 
modificado y esta a su vez quedo derogada mediante el artículo 1º de la Resolución 058 de 
2007. 
 



 
 

  
 

 

 

 

La no vigencia del artículo 15 de la Resolución 1995 de 1999, retención y tiempos de 
conservación de las historias clínicas, encuentra fundamento en el artículo 14 de la Ley 153 de 
1887, que a su tenor literal señala: “una ley derogada no revivirá por sí sola las referencias que 
a ella se hagan, ni por haber sido abolida la ley que la derogó. Una disposición derogada solo 
recobrará su fuerza en la forma en que aparezca reproducida en una ley nueva”. 

 

En ese orden de ideas, no es posible tomar como fundamente para la determinación de los 
tiempos de retención de la serie historias laborales lo establecido en la citada Resolución 1995 
de 1999, por lo tanto, lo pertinente es ABSTENERSE DE ELIMINAR DOCUMENTOS CON UNA 
DISPOSICIÓN LEGAL QUE NO SE ENCUENTRA EN VIGENCIA.  

 

CONCLUSIÓN 

Sobre la consulta en particular se debe señalar la escasa de normatividad que fija tiempos 
mínimos de retención de documentos de archivo. Lo cual conduce a que cada entidad realice el 
proceso de valoración ya enunciado, y a la luz del análisis de las normas que le aplican al 
desarrollo de sus funciones, determine la retención de los documentos que produce.  

En los anteriores términos dejamos rendido nuestro concepto el cual debe considerarse única y 
exclusivamente para el caso puntal de esta consulta y dentro de los parámetros establecidos en 
el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
(Ley 1437 de 2011). 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
 
NATACHA ESLAVA VÉLEZ 
Subdirectora de Gestión del Patrimonio Documental     
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